Causa N° 6223 (Reg. Presid. N° 22.927),

“S., E. R.. s/ recurso de casación”.

ACUERDO

    En la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires, a los 14 días del mes de febrero de 2008, se reúnen en Acuerdo los señores jueces de la Sala III del Tribunal de Casación Penal, doctores  Víctor Horacio Violini y Ricardo Borinsky (artículos 47 y 48 de la ley 5827), con la presidencia del primero de los nombrados, a fin de resolver la causa Nº 6223 (Registro de Presidencia Nº 22.927) caratulada “S., E. R., s/ recurso de casación”, conforme al siguiente orden de votación: VIOLINI-BORINSKY.

ANTECEDENTES:

1) En lo que interesa destacar, el Tribunal en lo Criminal N° 5 de La Plata condenó a E. R. S. a la pena de tres años de prisión “en suspenso” e inhabilitación especial para ser funcionario público, costas y reglas de conducta, por el mismo lapso, por resultar autor penalmente responsable del delito de lesiones graves cometido mediante el empleo de arma de fuego (artículos  90 y 41 bis del Código Penal). 

 2) Contra dicho pronunciamiento, interpuso recurso de casación el defensor particular del imputado (fs. 47/50), por el cauce previsto en los artículos 450, 451 y concordantes del Código Procesal Penal, denunciando la errónea aplicación de los artículos 34 inciso 6º y 35 del código de fondo.

 Sostuvo que conforme el testimonio del encartado, este fue interceptado por un sujeto que, con fines delictivos, lo obliga a descender del cuatriciclo en el que circulaba, propinándole un golpe de puño, oportunidad en la que el imputado habría exhibido su arma reglamentaria, identificándose como policía y actuando en el marco de la legítima defensa.

 En este sentido consideró, que la agresión ilegítima sufrida por su defendido  constituyó un peligro real y concreto, acentuado por el ámbito en el que tuvo lugar y por la situación de inferioridad en la que se encontraba el nombrado, toda vez que fue perseguido en su huída por varias personas que buscaban atraparlo.

En segundo lugar, se agravia el recurrente de la imposición de la accesoria de inhabilitación especial, que el encartado no se encontraba cumpliendo funciones inherentes a su cargo, al momento de producirse el hecho que se investigara.

Por lo expuesto, solicita que  se case la sentencia impugnada, absolviéndose a su defendido.

 3) Radicadas las actuaciones en esta Sala y notificadas las partes (fs. 57 y 59), se imprimió a las actuaciones el trámite de procedimiento abreviado (fs. 57). 

En virtud de ello, el Fiscal Adjunto ante Sede se expidió a fs. 58, propiciando el rechazo del remedio intentado en la inteligencia de que el argumento defensista se construye sobre una base fáctica distinta a la acreditada en autos, sin demostrar vicio lógico alguno.

Adunó a lo antedicho, que el recurrente fundamenta la pretensión conforme un criterio subjetivo  que sólo trasluce una mera disconformidad con la conducencia de la prueba.

 Por último, sostuvo que la calidad de policía del autor y la magnitud del injusto juzgado autorizan la pena accesoria dictada en autos, conforme la norma contenida en el artículo 20 bis inciso 1° del código sustantivo.

4) Encontrándose la presente causa en condiciones de ser resuelta, lo que el Tribunal decide plantear y votar las siguientes

CUESTIONES:

Primera: ¿Es procedente el recurso interpuesto?

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión planteada, el señor juez doctor Violini dijo:

Considero que el remedio intentado no puede prosperar.

En lo que respeta a la construcción efectuada por el recurrente según la cual el caso bajo análisis constituye un supuesto de legítima defensa, el agravio deviene en sí mismo improcedente toda vez que a lo largo del veredicto se han reproducido los dichos de C., S. y G. en virtud de los cuales queda acreditada la inexistencia de una agresión previa por parte de la víctima (arg. artículos 34 inciso 6, aparatado a “a contrario” del Código Penal;  210 del Código Procesal Penal).

En segundo lugar, asiste razón al sentenciante en cuanto a que, aún en el supuesto de una agresión ilegítima –no probada en la presente-, no existió razonabilidad en el medio empleado por S. para repelerla.

Por lo tanto, la ausencia de prueba respecto de la agresividad mencionada por la defensa y de la portación de armas por parte de otras personas, descartan en el caso la posible aplicación de la causal de justificación prevista en el artículo 34 del código de fondo.

A la luz de lo expuesto, debo concluir que comparto la solución a la que arribara el “a-quo”, encontrando insuficientes los argumentos planteados para producir la casación que se pretende.


En relación al segundo de los agravios formulados, tampoco habré de objetar el temperamento adoptado, desde que el artículo 20 bis inciso 1º del Código Penal permite la imposición de la pena de inhabilitación especial cuando la comisión del delito importe, como en este caso, incompetencia o abuso funcional. 

Siendo indudables estas características, el recurrente centró su agravio en el hecho de que el imputado no se encontraba en funciones, y que a la vez no reviste el carácter de "funcionario" público, sino de empleado.

 El primero de los extremos aludidos resulta para mí irrelevante si el imputado se trasladaba con el arma en su poder y lista para el disparo, previendo y aceptando de este modo su eventual uso para el caso de ser necesario, extremo que a su vez denota la asunción de una conducta funcional.

En cuanto a la jerarquía de S., no sólo la norma del artículo 20 bis del Código Penal contempla tanto a los funcionarios como a los empleados en la literalidad de su texto, sino que además ambos conceptos aparecen unificados en la regla del artículo 77 cuarto párrafo del código de fondo, por lo que el agravio deviene abstracto. 
Por lo expuesto, corresponde rechazar el recurso interpuesto y regular los honorarios profesionales del doctor Daniel Galeguillo, por su actuación en esta Sede, en una suma equivalente al veinticinco por ciento de los honorarios devengados en la instancia (artículos 34 inciso 6, apartado a “a contrario”, 41 bis, 77 y 90 del Código Penal; 210, 373, 448, 450, 451, 454 inciso 1°, 465 y 466 del Código procesal Penal)

En consecuencia, a esta primera cuestión me pronuncio POR LA NEGATIVA.

A la primera cuestión planteada, el señor juez doctor Borinsky dijo:

Adhiero al voto del doctor Violini, por sus fundamentos, y también me pronuncio POR LA NEGATIVA. 

A la segunda cuestión planteada, el Señor Juez Doctor Violini dijo:

Tal como ha quedado resuelta la cuestión precedente corresponde, y así lo propongo al Acuerdo, rechazar el recurso de casación interpuesto, con costas y regular los honorarios profesionales del doctor Daniel Galeguillo, por su actuación ante esta Sede, en una suma equivalente al veinticinco por ciento de los honorarios devengados en la instancia anterior  (artículos 20 bis inciso 1º, 34 inciso 6º apartado a “a contrario”, 41 bis, 77 y 90 del Código Penal;  210, 373, 448, 450, 451, 454 inciso 1º, 464, 465, 466, 530 y 531 del Código Procesal Penal, y 28 “in fine” del Decreto 8904). ASI LO VOTO.- 

A la segunda cuestión planteada, el señor juez doctor Borinsky dijo:

Adhiero al voto del doctor Violini, por sus fundamentos. 

Con lo que no siendo para más, y dándose por finalizado el Acuerdo, el Tribunal  decide dictar la siguiente 

SENTENCIA:

I) RECHAZAR el recurso de casación interpuesto en la presente causa Nº 6223/22.927, con costas;

II) REGULAR los honorarios profesionales del doctor Daniel Galeguillo, por su actuación ante esta Sede, en una suma equivalente al veinticinco por ciento de los honorarios devengados en la instancia anterior.

Rigen los artículos 20 bis inciso 1º, 34 inciso 6º, apartado a,  “a contrario”, 41 bis, 77 y 90 del Código Penal;  210, 373, 448, 450, 451, 454 inciso 1º, 464, 465, 466, 530 y 531 del Código Procesal Penal, y 28 “in fine” del Decreto 8904.

Regístrese, notifíquese y oportunamente, archívese.-
VÍCTOR HORACIO VIOLINI – RICARDO BORINSKY 

